
 

Manifiesto contra la criminalización de la lucha por la educación 
en Río de Janeiro 

 
 

En Río de Janeiro, las milicias y las privatizaciones forjan la alianza neoliberal 
entre el capital y el fascismo, y nosotros, trabajadores de la educación y 
estudiantes, somos el principal objetivo de la criminalización de las luchas sociales. 
 

En la red básica de Río de Janeiro, la persecución a los educadores se ha 
convertido en una práctica cotidiana, con la apertura arbitraria de sindicancias e 
investigaciones administrativas contra los profesionales de la educación, además 
de intervenciones judiciales contra las entidades representativas de la categoría. 
El Sindicato Estatal de los Profesionales de la Educación está siendo duramente 
criminalizado, el Tribunal de Justicia del Estado de Río de Janeiro ordenó una multa 
de casi un millón de reales como castigo a la huelga de 2016. La judicialización de 
las luchas contra los trabajadores también ocurrió durante la huelga masiva de 
2023, cobardemente calificada de ilegal por la justicia, en apoyo al gobernador 
Claudio Castro, quien se niega a pagar el piso nacional de la categoría. A esto se 
suma la persecución a los profesionales de la educación por parte de una 
corregiduría estatal compuesta por policías militares, con juicios prolongados y 
opacos que generan un clima de terror en la categoría. 
 

La Universidad del Estado de Río de Janeiro (UERJ) vivió uno de los 
momentos más sombríos de su historia el día 20 de septiembre de este año 2024. 
Como consecuencia de un proceso de reintegración de posesión impulsado por el 
rectorado de la universidad, la tropa de choque de la Policía Militar de Río de 
Janeiro ingresó al campus y detuvo a tres estudiantes, además del diputado federal 
Glauber Braga. Los estudiantes de la UERJ llevaban más de dos meses luchando 
por el mantenimiento del auxilio de alimentación, la beca de permanencia y el 
auxilio de transporte; ayudas imprescindibles para que las hijas e hijos de la clase 
trabajadora puedan permanecer en la universidad. Ninguna discrepancia ni 
argumento retórico puede justificar la criminalización de los estudiantes y de un 
servidor técnico, el ingreso de la tropa de choque en la universidad y la detención 
de tres estudiantes y de un diputado elegido democráticamente. Durante los 
momentos más oscuros de la dictadura empresarial-militar, las universidades 
fueron ocupadas por las fuerzas de seguridad; docentes, técnicos y estudiantes 



 

fueron silenciados con bayonetas. Muchos estudiantes fueron detenidos, 
torturados y asesinados para que la universidad pública brasileña se convirtiera, 
hoy, en un espacio de libre pensamiento, expresión política, arte, ciencia y cultura. 
Durante el gobierno de Bolsonaro, las universidades volvieron a ser atacadas, pero 
resistimos los embates de las fuerzas antidemocráticas que intentaron silenciarnos. 
Es inadmisible que en 2024 la tropa de choque invada la universidad para reprimir 
manifestaciones políticas. 
 

Las Instituciones Federales de Enseñanza vivieron la mayor huelga de Brasil 
en los últimos veinte años. Los sindicatos de docentes y técnicos de base del 
ANDES-SN, Fasubra y Sinasefe paralizaron casi todas las unidades de enseñanza 
federales en defensa de la recomposición salarial y presupuestaria. Tras la huelga, 
varios docentes que lideraron las luchas en Río de Janeiro fueron objeto de 
procesos administrativos en sus universidades. Es inaceptable que los docentes 
sean perseguidos por su actuación en la huelga. 
 

Los ataques simultáneos en las redes básica y superior del Estado de Río de 
Janeiro y en la red federal evidencian una articulación neoliberal del capital con el 
fascismo para criminalizar las luchas de los trabajadores de la educación. 


